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Domínguez Irizarry, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016. 

La recurrente, Mildred Barrios Collazo, nos solicita que 

dejemos sin efecto la Resolución de Consulta Vía Excepción, emitida 

por la Oficina de Gerencia de Permisos el 4 de noviembre de 2015, 

notificada el 10 de noviembre de 2015. En virtud de la misma, el 

referido organismo autorizó la consulta, vía excepción, de un 

proyecto institucional, que contempla la construcción y ubicación 

de la Iglesia Cristiana Oasis de Salvación, en un predio calificado 

como Área Desarrollada (AD), en el Municipio de Aibonito.   

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

revoca la resolución administrativa recurrida. 

I 

El 21 de abril de 2014, el ingeniero José Ruiz Martínez, en 

representación del señor Ricardo Ortiz Santini y la Iglesia Cristiana 

Oasis de Salvación, presentó una consulta vía excepción, ante la 

Oficina de Gerencia de Permisos (OGPe). Mediante la referida 
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consulta, se propuso la construcción y ubicación de una 

estructura de dos plantas y un sótano, con una cabida de 

14,001.18 pies cuadrados, en un predio ubicado en la Carretera 

Núm. PR-723, del Barrio Asomante, en el Municipio de Aibonito. 

Según se expresó, la estructura sería destinada para la operación 

de una institución religiosa, llamada Iglesia Cristiana Oasis de 

Salvación Casa del Joven.  

 De los documentos presentados surge que, la primera planta 

del proyecto propuesto consiste en: un área de entrada, área de 

espera, dos escaleras que dan acceso hacia el mezzanine y el 

sótano, un área de baños, closets, pasillos, un área de 342 

asientos para feligreses, el púlpito, las rampas y las escaleras de 

acceso a este, los vestíbulos y una cocina. Mientras que la segunda 

planta está compuesta de un mezzanine, un área de 206 asientos, 

closets, pasillos, dos áreas de cubículos para uso de 

computadoras, un cubículo para control de sonido, oficina 

pastoral, un área de recepción, medio baño, una oficina y una 

cocina pequeña. A su vez, el sótano propuesto tendría 12 salones 

para clases bíblicas de capellanía, dos salones de cuido, pasillos y 

un cuarto para el sistema de bomba de agua. Por otro lado, en 

relación a los estacionamientos, se indicó que el proyecto contará 

con 19 espacios regulares y uno (1) para impedidos. En relación a 

esto último, el ingeniero Ruiz indicó que el pastor de la Iglesia, 

señor Ricardo Ortiz Santini, quien presuntamente es propietario 

del solar que colinda con el proyecto, y quien además resulta ser el 

proponente de esta consulta, ofreció su terreno para que la Iglesia 

cuente con 30 estacionamientos adicionales. 

El 27 de abril de 2015, la Oficina de Planificación y 

Ordenación Territorial del Municipio de Aibonito se opuso al 

proyecto por varias razones. En primer lugar, el Municipio indicó 

que el área donde se propone construir la Iglesia es residencial. 
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Sobre ese particular, añadió que, conforme a los mapas de 

calificación vigentes, la parcela está en un área identificada como 

Área Desarrollada (AD), pero enfatizó que el mencionado plan se 

encuentra en la etapa final de revisión. Según el nuevo plan de 

ordenación territorial presentado, se cambia la calificación a zona 

Residencial Intermedio (RI), en consideración a los usos actuales 

del área.  

El Municipio también objetó el proyecto por las dificultades 

de acceso que su operación presenta. Explicó que el acceso al 

proyecto propuesto será a través de un camino privado, en el cual 

solo puede transitar un vehículo a la vez. Debido a lo anterior, y 

teniendo en cuenta que la Iglesia recibirá una alta cantidad de 

personas, el Municipio planteó que la vía no permitirá un flujo 

vehicular adecuado. Además, detalló que la situación descrita 

causaría que se utilice una calle municipal, que colinda con el 

proyecto, la cual además sirve como principal acceso a las 

residencias de los vecinos. Por consiguiente, el Municipio expresó 

que no está de acuerdo a que se utilice la calle municipal para 

acceder al proyecto. 

Por igual, el Municipio se opuso al proyecto por carecer de 

suficientes espacios de estacionamientos. Adujo que, según la 

propuesta, habrá alrededor de 550 asientos en la Iglesia y sólo 20 

estacionamientos, lo que resulta insuficiente a tenor con la Sección 

22.3.2 (7) del Reglamento Conjunto para la Evaluación y Expedición 

de Permisos Relacionados al Desarrollo y Uso de Terrenos, 

Reglamento Núm. 8573, de 24 de marzo de 2015. A su vez, planteó 

que la oferta que hizo el pastor de la Iglesia, en cuanto a la 

disponibilidad de su finca para uso de estacionamiento, omite 

considerar el flujo de los vehículos en caso de emergencias. 

Del mismo modo, el Municipio expuso que la propuesta 

considera operar con pozos sépticos y filtrantes en un área donde 
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el sistema de inyección subterránea está sobresaturado. El 

ayuntamiento enfatizó que el plan de disposición de aguas 

sanitarias considerado en el proyecto no era viable.  

Por último, el Municipio expuso el incumplimiento de la 

petición con la Sección 6.1.1 del Reglamento Conjunto, supra, bajo 

dos fundamentos. Primero, porque el rótulo no estaba colocado en 

la entrada principal del solar.  Segundo, porque el número de 

consulta indicado en el rótulo era incorrecto.   

El 30 de abril de 2015, se celebró la vista ante el Oficial 

Examinador. En apoyo a la propuesta, compareció el ingeniero 

José Ruiz Martínez, en representación del promovente Ricardo 

Ortiz Santini y la Iglesia Cristiana Oasis de Salvación Casa del 

Joven. Mientras que, en oposición, compareció la recurrente 

Mildred Barrios, quien reside en uno de los predios colindantes al 

proyecto. Esta última, manifestó su preocupación al acceso 

previsto, pues entendió que no era cónsono con la intensidad del 

uso de la estructura. Asimismo, la señora Barrios aludió a otros 

asuntos relacionados a la infraestructura eléctrica y sanitaria, la 

posible contaminación de los cuerpos de agua, la devaluación de 

las propiedades inmuebles, entre otros. 

El Oficial Examinador aquilató la prueba desfilada a tenor 

con la Ley Núm. 81-1991, conocida como la Ley de Municipios 

Autónomos; la Ley Núm. 161-2009, según enmendada, conocida 

como la Ley para la Reforma del Proceso de Permisos de Puerto 

Rico; y el Reglamento Conjunto, supra. Como resultado, el letrado 

rindió un informe. En él, recomendó que la propuesta fuese 

evaluada por la Junta de Planificación, ello pues concluyó que la 

misma resultaba ser muy intensa en relación al sector donde 

ubica. Su recomendación se fundamentó en dos asuntos de 

envergadura. Primero, expuso que la propuesta requiere una 

variación de construcción en cuanto al método para disponer de 
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las aguas sanitarias. Como segundo fundamento, señaló que la 

propuesta requiere una variación de uso, pues el uso institucional 

propuesto no es conforme al plan de calificación del Distrito AD, ni 

al uso existente.  

En cuanto a la variación de construcción, el Oficial 

Examinador detalló que, debido a su amplia cabida, y conforme a 

la Sección 17.21.3 del Reglamento Conjunto, supra, el proyecto 

requiere un sistema de alcantarillado sanitario, que no fue 

contemplado. Sobre ese particular, el letrado destacó el 

planteamiento del Municipio, en torno a la necesidad de vaciar los 

pozos sépticos a diario, por la poca percolación del terreno en esa 

área. Sobre la variación del uso, el Oficial Examinador acotó que, 

de acuerdo a la prueba desfilada, el vecindario es 

predominantemente residencial. Consecuentemente, concluyó que 

el uso propuesto no es cónsono con la Sección 17.21.2 (c) del 

Reglamento Conjunto, supra, el cual requiere que el uso 

institucional que se le pretende dar al nuevo proyecto esté en 

armonía con las características predominantes del vecindario. La 

mencionada disposición reglamentaria requiere, además, que el 

proyecto cuente con la recomendación de la Unidad de 

Infraestructura de la OGPe. 

A pesar de la recomendación del Oficial Examinador, el 4 de 

noviembre de 2015, archivada copia de su notificación el 10 de 

noviembre de 2015, la OGPe notificó la Resolución de Consulta Vía 

Excepción recurrida, mediante la cual aprobó la consulta de 

construcción y uso, con ciertas condiciones.  

 El 30 de noviembre de 2015, la señora Barrios Collazo 

presentó una solicitud de reconsideración ante la División de 

Reconsideración de Determinaciones Finales de la OGPe. En apoyo 

de tal solicitud, aludió al incumplimiento de las especificaciones 

del rótulo, según requeridas por la Sección 6.1.1 del Reglamento 
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Conjunto, supra; la insuficiencia de los estacionamientos previstos, 

según requeridos por la Sección 22.3.2 (7) del Reglamento 

Conjunto, supra; y la falta de los endosos de las agencias de 

infraestructura. Además, reiteró las objeciones anteriormente 

expuestas por el Municipio de Aibonito. 

 Luego de haber acogido la solicitud de reconsideración, y 

darle el curso procesal adecuado, el 26 de febrero de 2016, con 

notificación del 16 de marzo de 2016, la División de 

Reconsideración de Determinaciones Finales de la OGPe emitió la 

Resolución de Reconsideración. Mediante el referido dictamen, el 

foro denegó la solicitud de la señora Barrios Collazo. En lo 

pertinente, el mencionado organismo entendió que el sector cuenta 

con la infraestructura y los endosos necesarios. Entre otras cosas, 

determinó que el proyecto cuenta con 20 espacios de 

estacionamiento y puede proveer 30 adicionales en el predio 

colindante. Asimismo, apuntó que a las paredes se les colocaría 

material aislante y que el edificio tendrá aire acondicionado para 

mitigar los efectos del ruido. Por último, determinó que el uso 

propuesto está permitido en el distrito. De ese modo, quedó 

confirmada la autorización de la consulta vía excepción núm. 

2014-257831-CUB-46586.  

Inconforme con lo resuelto, el 15 de abril de 2016, la señora 

Barrios Collazo acudió ante nos mediante el recurso de revisión 

judicial que nos ocupa. En el mismo sostuvo que: 

Erró en derecho la División de Reconsideración de 
OGPE al no revocar a OGPE y en su consecuencia 
revocar la Resolución de consulta vía excepción del 

caso 2014-257831-CUB-46586 por falta de 
jurisdicción ante la violación del proponente a la 

Sección 6.1.1 del Reglamento Conjunto. 
 
Erró en derecho la División de Reconsideración de 

OGPE al no determinar que OGPE no tenía 
jurisdicción para atender la solicitud del caso 2014-
257831-CUB-46586 a pesar de la evidencia sustancial, 

pericial, testifical y de política pública, incluyendo 
oposición fundamentada del Municipio de Aibonito y el 
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Oficial Examinador de OGPE en el expediente que 
sostiene lo contrario. 

 
Erró la División de Reconsideración de OGPE 

denegando caprichosa y arbitrariamente la 
reconsideración, violando así su Ley y Reglamento al 
obviar toda la documentación que sustenta que el 

proponente del caso 2014-257831-CUB-46586 sometió 
una solicitud con información incorrecta e hizo falsas 
representaciones a OGPE. 

 Con el beneficio de la postura de las partes, esbozamos la 

norma jurídica pertinente al caso de autos. 

II 

A 

Constituye norma firmemente establecida en el ámbito de 

derecho administrativo, que los tribunales deben concederle la 

mayor deferencia a las determinaciones emitidas por las agencias 

administrativas, ello en reconocimiento a la vasta experiencia y 

conocimiento especializado que les han sido encomendados.  The 

Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 DPR 800 (2012); Asoc. Fcias. 

v. Caribe Specialty II, 179 DPR 923 (2010).  En este contexto, la 

Sección 4.5 de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, 

Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 1998, 3 LPRA sec. 2175, 

establece el alcance de la revisión judicial respecto al 

pronunciamiento concerniente. A tal efecto, la referida disposición 

legal expresa como sigue:   

El tribunal podrá conceder el remedio apropiado si 

determina que el recurrente tiene derecho a un 
remedio.   

 
Las determinaciones de hechos de las decisiones de las 
agencias serán sostenidas por el tribunal, si se basan 

en evidencia sustancial que obra en el expediente 
administrativo.   
 

Las conclusiones de derecho serán revisables en todos 
sus aspectos por el tribunal. 

 
Al momento de revisar una decisión agencial, los tribunales 

deben ceñirse a evaluar la razonabilidad de la actuación del 

organismo. The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra. Por ello, los 
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tribunales no deben intervenir o alterar las determinaciones de 

hechos que emita, siempre que estén sostenidas por evidencia 

sustancial que surja de la totalidad del expediente administrativo. 

Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005); Pacheco v. Estancias, 160 

DPR 409 (2003). En este contexto, nuestro Tribunal Supremo ha 

definido el referido concepto como aquella evidencia relevante que 

una mente razonable podría aceptar como adecuada para sostener 

una conclusión. Pacheco v. Estancias, supra; Assoc. Ins. Agencies, 

Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 425 (1997).    

De otro lado, la parte afectada por una determinación de 

hechos de una agencia debe, en primer lugar, demostrar que existe 

otra prueba en el récord que reduzca o menoscabe el valor 

probatorio de la evidencia impugnada, hasta el punto de que no se 

pueda concluir que la misma fue razonable de acuerdo con la 

totalidad de la prueba que el organismo tuvo ante su 

consideración. Ramírez v. Depto. De Salud, 147 DPR 901 (1999). 

Esta exigencia cumple con el propósito de evitar que meras 

alegaciones sirvan de fundamento para impugnar las 

determinaciones de hechos agenciales, a la vez que sostiene la 

presunción de corrección y legalidad que revisten a las decisiones 

administrativas. Por tanto, si la parte afectada no demuestra la 

existencia de prueba capaz de derrotar este axioma, las 

determinaciones de hechos de una agencia deben ser sostenidas 

por el tribunal revisor. Id. 

A tenor con esta norma, los foros judiciales limitan su 

intervención a evaluar si la decisión de la agencia es razonable y 

no si hizo una determinación correcta de los hechos ante su 

consideración. Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., supra. 

En caso de que exista más de una interpretación razonable de los 

hechos, el tribunal debe sostener lo concluido por la agencia, 

evitando sustituir el criterio del organismo por sus propias 
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apreciaciones. Pacheco v. Estancias, supra. Ahora bien, esta norma 

de deferencia no es absoluta. La misma cede cuando está presente 

alguna de las siguientes instancias: (1) cuando la decisión no está 

fundamentada en evidencia sustancial; (2) cuando el organismo 

administrativo ha errado en la apreciación de la ley, y; (3) cuando 

ha mediado una actuación irrazonable, o ilegal. Marina Costa Azul 

v. Comisión de Seguridad, 170 DPR 847 (2007).  

Finalmente, sabido es que las reglas y reglamentos 

aprobados por las agencias administrativas constituyen normas de 

carácter general, que ejecutan la política pública en la que 

descansa la función de determinado organismo.  Sec. 1.3 (l), Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley Núm. 17 de 12 de 

agosto de 1998, 3 LPRA sec. 2102 (l).  Nuestro ordenamiento 

jurídico reconoce el valor vinculante de los preceptos estatuidos 

por una agencia, por lo que su cumplimiento le es plenamente 

oponible a la ciudadanía.  Ahora bien, en el referido fundamento 

descansa la afirmación en cuanto a que las agencias 

administrativas están, por igual, obligadas a observar con fidelidad 

su cumplimiento, no quedando a su arbitrio el reconocer los 

derechos allí incluidos.  Torres v. Junta Ingenieros, 161 DPR 696 

(2004); Com. Vec. Pro. Mej., Inc. v. J.P., 147 DPR 750 (1999).  De 

este modo, las reglas y reglamentos aprobados por un organismo 

administrativo limitan su discreción, quedando llamado, entonces, 

a velar por que las prerrogativas y requisitos estatutarios 

reconocidos en los mismos, sean cumplidos.  Torres v. Junta 

Ingenieros, supra. 

B 

Por su parte, la Oficina de Gerencia de Permisos (OGPe), 

constituye el organismo gubernamental mediante el cual se 

canaliza todo trámite inherente al desarrollo y uso del terreno en 

nuestra jurisdicción. Ley para la Reforma del Proceso de Permisos, 
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Ley 161-2009, 23 LPRA sec. 9011 et seq., según enmendada. 

Mediante la aprobación del Reglamento Conjunto para la 

Evaluación y Expedición de Permisos Relacionados al Desarrollo y 

Uso de Terrenos, Reglamento Núm. 8573, de 24 de marzo de 2015, 

según enmendado, se insertó en nuestro esquema reglamentario 

un régimen específico pertinente a la clasificación y distribución 

del terreno, todo en aras de proveer para su más efectivo y 

apropiado uso.  

La Sección 8.1.1 del Reglamento Conjunto, supra, establece 

la competencia de la OGPe y de la Junta de Planificación. Según 

esta sección, la OGPe considerará las consultas de construcción, 

variaciones de uso y construcción, y lotificaciones. Mientras que la 

Junta de Planificación es la encargada de considerar los cambios 

de calificación, consultas especiales, consultas de ubicación, 

consultas para mejoras públicas y consultas de transacciones de 

terrenos. La Sección 8.1.3 especifica las instancias en las cuales se 

requerirá una consulta de ubicación ante la Junta de Planificación, 

entre ellas está cuando la propuesta contempla un proyecto de 

densidad o intensidad mayor a la que permite el distrito en que 

ubica y no cumple con el uso permitido en el distrito.  

Ahora bien, la Sección 24.1 del Reglamento Conjunto, supra, 

dispone que la Junta de Planificación y la OGPe pueden 

considerar, por vía de excepción, consultas de ubicación o 

solicitudes de permisos, respectivamente, en determinados 

distritos para ciertos usos allí numerados. El propósito para 

evaluar estas excepciones, es identificar para conocimiento 

general, aquellos usos compatibles con el carácter esencial del 

distrito, que en forma discrecional podrían autorizarse, sin 

detrimento al propósito del distrito. Al evaluar estos casos, se 

deberán tomar en consideración los siguientes criterios: la salud, 

seguridad y bienestar de los ocupantes de la propiedad objeto de la 
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solicitud así como de propiedades limítrofes; que no se menoscabe 

el suministro de luz y aire a la edificación a usarse u ocuparse o a 

las propiedades limítrofes; que no aumente el peligro de fuego; 

reducción o perjuicio a los valores de las propiedades establecidas 

en áreas vecinas; la viabilidad, adecuacidad y conveniencia del uso 

solicitado. Sección 24.1.2 del Reglamento Conjunto, supra. 

En lo pertinente a la causa que nos ocupa, la Sección 24.1.4 

del Reglamento Conjunto, supra, concede a la OGPe la facultad de 

considerar, vía excepción, consultas de uso o ubicación para 

Iglesias, conforme a los siguientes términos: 

10. Instituciones religiosas, tales como iglesias y 
templos, en cualquier distrito residencial y en Distritos 

CT-L, CT-I, A-G y en Distritos UR en municipios que 
no cuenten con un Plan de Ordenación aprobado, en 
solares de hasta dos (2) cuerdas de acuerdo con lo 

siguiente: 
  

(a) Se podrá permitir la construcción de otros 
edificios para usos relacionados en el mismo 
predio, incluyendo la residencia del ministro o 

párroco o para edificios docentes siempre que se 
presente un concepto del desarrollo de los 
terrenos y se cumpla con los requisitos sobre 

tamaño mínimo de área de solar, establecidos en 
este Reglamento para cada uso específico. El 

área del solar ocupada por los usos relacionados 
no se contará al determinar el área de solar 
requerida para fines religiosos. 

 
(b) Los solares en que se proyecte construir uno o 

más edificios para fines religiosos deberán 
mantener una separación mínima de cincuenta 
(50) metros lineales de cualquier otro solar en 

que ubique o haya sido previamente autorizada 
la construcción de una estación de gasolina. La 
separación mínima requerida será medida 

tomando los puntos más cercanos entre ambos 
solares. 

 
(c) Los edificios guardarán patios no menores de 

dos (2) veces el tamaño requerido en el distrito 

en que ubican. 
 

(d) De no poderse observar los patios requeridos, la 

OGPe podrá requerir aislamiento sónico u otras 
formas de mitigar los efectos del ruido. 

 
(e) No se permitirá la instalación de altoparlantes ni 

bocinas en el exterior de la estructura. 
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(f) Se celebrará vista pública previo a la 
autorización. 

 
Es importante destacar que la Sección 24.1.6 del 

Reglamento Conjunto, supra, requiere que las consultas vía 

excepción consideradas cumplan con las condiciones que la OGPe 

establezca, así como también con las demás disposiciones del 

Reglamento Conjunto, supra.  

En cuanto al requisito de legitimación activa, la Sección 

5.3.6 del Reglamento Conjunto, supra, ordena que toda solicitud 

relacionada al desarrollo y uso de terrenos en Puerto Rico, o 

cualquier otra autorización o trámite sea promovida por el dueño, 

optante o arrendatario de la propiedad con autorización, ya sea por 

sí o a través de su representante autorizado. A su vez, la Sección 

9.4.2 del Reglamento Conjunto, supra, consigna los requisitos para 

solicitar permiso de uso, entre ellos, la evidencia de titularidad o 

copia del contrato de arrendamiento, según aplique. De igual 

forma, la reglamentación en cuestión dispone que toda consulta 

vía excepción debe ser presentada por el dueño o un representante 

autorizado del dueño de la propiedad para la cual se solicita la 

misma. Sección 24.1.3 del Reglamento Conjunto, supra. 

Por otro lado, la Sección 6.1.1 del Reglamento Conjunto, 

supra, establece lo siguiente en relación al rótulo de presentación: 

(a) Con excepción de las solicitudes de uso ministeriales, 
aquellas presentadas al amparo de la Ley Núm. 135, 

supra, una vez presentada una solicitud para 
cualquier consulta de construcción o permiso ante la 

OGPe, el dueño de la obra deberá instalar un rótulo, 
en la entrada principal de la propiedad donde se 
llevará a cabo la obra. 

(b) Dicho rótulo tendrá que ser instalado dentro de los dos 
(2) días siguientes a la radicación y se mantendrá 
hasta que culmine la actividad. 

(c) El proponente deberá certificar, en el sistema 
electrónico de la OGPe, que el rótulo se instaló 

conforme lo dispuesto en esta sección y cargar al 
sistema una foto digital del rótulo dentro de los 
próximos tres (3) días de haberse instalado el mismo. 
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(d) El rótulo deberá cumplir con las siguientes 
especificaciones: 

  
1. Número de solicitud 

2. Tipo de solicitud presentada 

3. Dueño y proponente de la obra 

4. Dirección postal y electrónica de la OGPe para 

recibir comentarios sobre la solicitud. 

5. Descripción del rótulo: 

i. En el caso de las consultas de ubicación, 

variación de uso y los cambios de calificación, 
el rótulo será de tamaño no menor de cuatro 

(4′) pies de alto por ocho (8′) pies de ancho (4′ 
x 8′), con letras negras sobre un fondo 
blanco, que sea legible desde la vía pública. 

En los demás casos deberá tener un tamaño 
mínimo de 2′ x 4′ con letras negras sobre un 

fondo blanco, que sea legible desde la vía 
pública.  

ii. El rótulo se colocará paralelo a la vía pública 

o vías públicas que den al solar en un lugar 
que sea cómodamente visible desde la vía 
pública. En caso de solares de esquina, se 

colocarán dos rótulos, cada uno dando frente 
a la vía. Estos no podrán invadir o 

proyectarse sobre los terrenos de las vías 
públicas y estarán ubicados totalmente 
dentro de los límites del solar. 

  
(e) Cualquier incumplimiento con la presente Sección 

implicará el archivo de la solicitud. 

 
Asimismo, la Sección 22.3.2 del Reglamento Conjunto, 

supra, fija lo concerniente al mínimo de espacios de 

estacionamiento requerido. En su inciso (7), la mencionada 

disposición especifica que, cuando se trate de una Iglesia, se 

requiere un (1) espacio de estacionamiento por cada 25 asientos 

que se provean en el edificio.1 Ahora bien, el Reglamento en 

cuestión provee para que, en los casos en que no sea viable proveer 

el área de estacionamiento dentro del proyecto, y así se demuestre, 

la agencia autorice que se provean los estacionamientos en otro 

predio, que ubique a una distancia de no más de doscientos (200) 

metros. Sin embargo, para que aplique esta disposición, se 

                                                 
1
 Véase, además, Sección 17.21.6 del Reglamento Conjunto, supra. 
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requiere que el dueño del predio dedique el área de su finca, a tales 

fines, mediante el documento legal correspondiente, y que así lo 

acredite ante la OGPe. Sección 22.1 (b) del Reglamento Conjunto, 

supra. 

Por otro lado, el predio objeto del proyecto propuesto está 

localizado en una zona de calificación de Área Desarrollada (AD), la 

cual por definición consiste en áreas no urbanas que han sido 

pobladas o desarrolladas. La Sección 17.21.2 establece los usos 

permitidos en tales distritos.  A tales efectos la referida disposición 

dispone:  

a. Los usos permitidos serán conforme a los designados 
en la consulta de ubicación para el proyecto de 

segregación aprobado por la Junta de Planificación 
para la comunidad rural, urbanización aislada o 
desarrollo industrial. 

 
b. En poblados desarrollados sin la aprobación de un 

desarrollo preliminar en el que se designen los usos de 

terrenos no se permitirá el cambio de usos, excepto 
cuando estén en conformidad con el carácter de la 

vecindad donde radican. Se permite la continuación de 
los usos existentes y la formación de nuevos solares 
siempre que cumplan con lo dispuesto en la Sección 

17.21.3 (Parámetro en Distrito AD) de esta Regla. 
 

c. La OGPe podrá considerar proyectos de desarrollos de 

carácter residencial, institucional, comercial o 
industrial, siempre que tales usos armonicen con las 

características predominantes en el vecindario 
inmediato. Los nuevos usos industriales serán de tipo 
liviano y se permitirán únicamente en solares o 

pertenencias que colinden lateralmente, al menos por 
uno de los lados, con usos similares. Esto estará 

sujeto a que cuenten con la recomendación de la 
Unidad de Infraestructura de la OGPe. 

 

Por último, precisa señalar que el reglamento aplicable limita 

los parámetros de cabida para solares sin alcantarillado sanitario 

en los Distritos AD. Así, estos deben tener un mínimo de 

seiscientos (600) metros cuadrados y máximo dos mil (2,000) 

metros cuadrados; o la cabida que se determine a base de las 

pruebas de percolación, lo que resulte mayor. De otra parte, en los 

solares con alcantarillado sanitario, se requiere un mínimo de 
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cabida de cuatrocientos (400) metros cuadrados. Sección 17.21.3 

del Reglamento Conjunto, supra. 

 III 

En su primer señalamiento de error, la señora Barrios 

Collazo expuso que la OGPe erró al determinar que el rótulo en 

cuestión no cumple con los requisitos, pues en el expediente 

administrativo obra evidencia de que el proponente no instaló el 

rótulo de modo paralelo a la vía pública, en incumplimiento con la 

Sección 6.1.1 del Reglamento Conjunto, supra. Asimismo, indicó 

que el rótulo no cumplió con el tamaño ni era visible desde la vía 

pública. En ese sentido, la recurrente sostiene que tal 

incumplimiento, por sí solo, acarrea el archivo de la solicitud. 

Examinado con detenimiento el expediente ante nuestra 

consideración, a la luz del derecho aplicable, encontramos que el 

rótulo de presentación no cumplió con los requisitos establecidos 

en el Reglamento Conjunto, supra.  Veamos.  

De la notificación cursada por la Oficina de Planificación y 

Ordenación Territorial del Municipio de Aibonito, mediante la cual 

dicho organismo manifestó su oposición al proyecto, se desprende 

que el rótulo en controversia no estaba colocado en la entrada 

principal del solar, de modo que su visibilidad fuera adecuada. A 

esos efectos, el ayuntamiento ofreció evidencia de que el rótulo 

solamente era visible desde una de las parcelas colindantes.  Por 

no existir prueba en el expediente administrativo que establezca lo 

contrario, concluimos que el letrero colocado no cumplió con las 

exigencias antes citadas de la Sección 6.1.1 (d) del Reglamento 

Conjunto, supra. Aunque reconocemos que el referido 

incumplimiento de su faz haría meritorio el archivo de la 

propuesta, discutiremos los otros asuntos planteados por la parte 

recurrente. 
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En su segundo señalamiento de error, la recurrente expuso 

que la OGPe incidió al asumir jurisdicción sobre la consulta de 

ubicación, en violación a las Secciones 8.1.1 (b) y 8.1.3 (a) (1) del 

Reglamento Conjunto, supra. Dichas secciones establecen que le 

corresponde a la Junta de Planificación considerar las consultas de 

ubicación, pues tal procedimiento alegadamente es obligatorio para 

los proyectos que por su naturaleza o intensidad requieren una 

ubicación especial o particular para atender situaciones especiales. 

La recurrente aduce que dicho organismo no le delegó tal facultad 

a la OGPe. Sin embargo, según reseñado, la Sección 17.21.2 del 

Reglamento Conjunto, supra, así como la Regla 24.1 del mismo 

cuerpo, le conceden autoridad a la OGPe para considerar proyectos 

de desarrollo de carácter institucional.   

Ahora bien, en la alternativa de que determináramos la 

autoridad de la OGPe para entender sobre el asunto, la recurrente 

señaló que la consulta discrecional de autos no satisfizo los 

criterios establecidos en el Reglamento para su aprobación. Luego 

de analizar la evidencia que obra en el expediente, resolvemos que 

la OGPe incumplió con varias disposiciones del Reglamento 

Conjunto, supra. Veamos. 

En primer lugar, los parámetros de construcción en los 

Distritos de Área Desarrollada (AD), para solares sin alcantarillado 

sanitario, deben tener un mínimo de 600 metros cuadrados hasta 

un máximo de 2,000 pies cuadrados. En este caso, el predio objeto 

de la consulta vía excepción es un solar sin alcantarillado sanitario 

de 2,009.55 metros cuadrados. Así lo aquilató el Oficial 

Examinador en su informe, quien expresó que el solar tiene una 

cabida mayor de los 2,000 metros, por lo cual se requeriría una 

variación. En vista de lo anterior, concluimos que la dimensión del 

solar sobrepasa la cabida establecida en la Sección 17.21.2 del 

Reglamento Conjunto, supra. Así pues, tiene razón la recurrente al 
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plantear que la propuesta tampoco cumple con la Sección 17.21.3 

del Reglamento Conjunto, supra.  

Del mismo modo, uno de los criterios que la OGPe debe 

considerar al autorizar una propuesta como la de autos, es su 

armonía con el vecindario. La Oficina de Planificación y 

Ordenación Territorial del Municipio de Aibonito planteó que el 

acceso a la Iglesia sería a través de un camino municipal sin 

salida, el cual sirve como acceso principal a las residencias de los 

vecinos. Por lo tanto, la ubicación de una edificación como la 

Iglesia contemplada, con asientos para más de 500 personas, sin 

duda impactará el flujo vehicular en el área. No obstante, sin razón 

aparente, la OGPe omitió considerar si el proyecto propuesto 

armonizaba con el vecindario. Por otro lado, resaltamos que la 

parte recurrida no presentó un estudio de impacto de flujo 

vehicular. En consideración a todo lo anterior, resolvemos que el 

expediente ante nuestra consideración no contiene evidencia 

sustancial que demuestre que el proyecto, a pesar de su intensidad 

y posibles efectos en el flujo vehicular, armonice con el vecindario 

objeto de la consulta de autos.  

Por otro lado, según la Consulta y el Memorial Explicativo 

Correctivo de 25 de marzo de 2015, presentado por la parte 

recurrida, la primera planta del proyecto contará con 342 asientos 

para feligreses, mientras que la segunda planta tendrá 206. En 

total, se prevén 548 asientos.2 Según expusimos, las Secciones 

17.21.6 y 22.3.2 (a) (7) del Reglamento Conjunto, supra, requieren 

un mínimo de un (1) espacio de estacionamiento por cada 

veinticinco (25) asientos. Cónsono con ello, una Iglesia como la 

propuesta, requeriría un mínimo de 22 estacionamientos. 

Ciertamente, la propuesta de 20 espacios de estacionamientos 

                                                 
2 La recurrente señala que deben añadirse a esta cifra otros asientos 
correspondientes al sótano, para un total de más de 800. Según sus cálculos, la 

parte promovente debió proveer al menos 33 espacios de estacionamiento.  
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presentada por la parte recurrida es insuficiente. Sin embargo, la 

OGPe incidió al dar por cumplido este requisito, tomando en 

cuenta que el señor Ortiz Santini, dueño del predio colindante, 

proporcionaría 30 espacios adicionales. La aludida oferta de 

estacionamientos adicionales, que parece descansar en la mera 

tolerancia del dueño del predio colindante, no podía ser 

considerada por la OGPe, pues para ello la reglamentación exige 

que la parte recurrida acredite que el dueño del predio colindante 

haya designado un área de su predio para tales fines. Regla 22.1 

(b) del Reglamento Conjunto, supra. En el expediente de autos no 

obra tal evidencia. Por tanto, concluimos que la OGPe incidió al 

autorizar la consulta, a pesar de que el proyecto no cumple con la 

cantidad mínima de espacios de estacionamientos requeridos.  

Asimismo, del expediente ante nuestra consideración se 

desprende que la OGPe no tomó en consideración las objeciones 

del Municipio de Aibonito en relación a la infraestructura. 

Particularmente, el Municipio destacó que la operación de los 

pozos sépticos y filtrantes para una Iglesia que pudiera tener 

capacidad de hasta mil (1,000) personas, en un área donde el 

sistema de inyección subterránea está sobresaturado, no era 

viable. La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados (AAA) detalló 

que en las inmediaciones del predio objeto de la consulta no hay 

facilidades de alcantarillado sanitario. Destacamos que la Sección 

17.21.2 del Reglamento Conjunto, supra, establece 

categóricamente que para aprobar una consulta de uso, como la de 

autos, el proyecto debe contar con la aprobación de las agencias de 

infraestructura concernidas.  

Por último, la recurrente planteó que la OGPe erró al obviar 

documentación que sostiene que el proponente presentó 

información incorrecta.  Por igual, sostuvo que se hicieron falsas 

representaciones ante la agencia.  Como ejemplo, trajo a colación 
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el incumplimiento con el requisito de legitimación activa, según la 

Sección 5.3.6 del Reglamento Conjunto, supra. En apoyo a su 

planteamiento, señaló que el proponente es el señor Ricardo Ortiz 

Santini. Sin embargo, el predio objeto de la consulta, identificado 

con el número de catastro 297-093-282-18, está inscrito a nombre 

de la señora Yolanda Ortiz Santini. En el expediente administrativo 

examinado, no obra ningún documento que acredite que el señor 

Ortiz Santini fue autorizado por la dueña para presentar la 

consulta de autos. En ese sentido, el recurrido no estableció su 

legitimación activa para presentar la consulta de autos. Sección 

24.1.3 del Reglamento Conjunto, supra.  

En conclusión, aunque la OGPe tiene discreción para 

evaluar, vía excepción, una consulta de construcción y ubicación, 

como la que nos atañe, en este caso la consulta no cumple con un 

sinnúmero de requisitos, según hemos discutido. Entre ellos, 

destacan los siguientes: falta de legitimación activa del proponente; 

el rótulo no cumplió con el requisito de visibilidad desde la vía 

pública; el proyecto no cuenta con el mínimo de estacionamientos 

necesarios; ni contiene un sistema de disposición de aguas 

sanitarias adecuado. Asimismo, consideramos que este proyecto no 

superó los criterios establecidos para expedir su autorización vía 

excepción. Ello, debido a que no se demostró que el mismo, a pesar 

de su intensidad, armonice con el vecindario. Más aún, la 

propuesta no superó los cuestionamientos de accesibilidad que la 

recurrente presentó oportunamente, al ser el único camino 

disponible, uno estrecho y sin salida. Consecuentemente, 

resolvemos que la OGPe, incidió al autorizar la consulta de autos, 

vía excepción, en abstracción de las normas reglamentarias 

aplicables. Las cuestiones de índole normativas, superan el 

margen de deferencia que los tribunales conceden a las 

determinaciones administrativas. Así pues, dejamos sin efecto la 
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Resolución de Consulta Vía Excepción emitida por la OGPe el 4 de 

noviembre de 2014, con notificación del 10 de noviembre de 2015, 

por ser contraria a la reglamentación aplicable.  

IV 

Por los fundamentos expuestos anteriormente, se revoca la 

resolución administrativa recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

                                Dimarie Alicea Lozada 

                               Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


